
 
 
 

    TESIS AISLADA CLXX/2012 (10ª). 
 
 

DAÑO MORAL. MARCO NORMATIVO APLICABLE EN EL DISTRITO 
FEDERAL. En el Distrito Federal se prevé la existencia de dos regímenes normativos 
distintos para regular la responsabilidad civil por afectaciones al patrimonio moral: si la 
acción para reclamar la reparación del daño tiene como origen el ejercicio presuntamente 
abusivo de las libertades de expresión e información, el marco normativo aplicable es el 
previsto en la Ley de Responsabilidad Civil para la Protección del Derecho a la Vida 
Privada, el Honor y la Propia Imagen en el Distrito Federal; si, por el contrario, la acción 
tiene su origen en un hecho o acto jurídico distinto, entonces el marco normativo aplicable 
es el previsto en el artículo 1916 del Código Civil para el Distrito Federal. Así pues, el 
primero de los regímenes antes descritos ha derogado al previsto en el Código Civil en 
materia de afectaciones al patrimonio moral derivadas del ejercicio de las libertades de 
expresión e información, según se desprende de la redacción del artículo 1o. de la ley antes 
citada y del hecho consistente en que la ley representa una norma especial –y posterior– 
respecto del artículo 1916 del Código Civil, en tanto regula una especie del género 
identificado como responsabilidad por daño moral. Lo anterior se refuerza con la 
exposición de motivos de la ley, como elemento coadyuvante para reconstruir la voluntad 
del legislador, según la cual resultaba necesario substituir la figura del daño moral prevista 
en el Código Civil con una ley especial de naturaleza civil que, por un lado, despenalice los 
denominados delitos contra el honor y, por otro, que permita un proceso ágil, eficaz y 
pertinente para resarcir los derechos de la personalidad lesionados con motivo del ejercicio 
de los derechos a las libertades de expresión e información. 
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DAÑO MORAL. PLAZO PARA LA PRESCRIPCIÓN DE ACCIONES EJERCIDAS 
PARA EXIGIR RESPONSABILIDAD POR PUBLICACIONES REALIZADAS EN 
LA INTERNET (LEY DE RESPONSABILIDAD CIVIL PARA LA PROTECCIÓN 
DEL DERECHO A LA VIDA PRIVADA, EL HONOR Y LA PROPIA IMAGEN EN 
EL DISTRITO FEDERAL). De conformidad con lo dispuesto en el artículo 38 de la Ley 
de Responsabilidad Civil para la Protección del Derecho a la Vida Privada, el Honor y la 
Propia Imagen en el Distrito Federal, las acciones para exigir la reparación del daño 
causado por el ejercicio de las libertades de expresión e información prescriben en dos 
años, contados a partir de la realización del hecho que se presume ilícito. En este sentido, 
una publicación en la internet constituye un acto de ejecución instantánea, naturaleza que 
no se ve afectada por su subsistencia y accesibilidad en dicho medio, de modo que el inicio 
del cómputo del plazo de prescripción comenzará a correr a partir de la fecha de su 
publicación. Así, la subsistencia y accesibilidad de una publicación en la internet no tiene 
incidencia alguna en relación con el cómputo del plazo para efectos de la prescripción de la 
acción, lo que no quiere decir que dichos hechos carezcan de toda relevancia jurídica pues, 
de admitirse la acción respecto de dicho acto, su publicidad y difusión serían elementos que 
debieran considerarse ante un eventual pronunciamiento respecto del fondo y las medidas 
de reparación que pudieren llegar a dictarse en una sentencia. Sostener lo contrario, 
implicaría que el inicio del plazo de prescripción de la acción por daño moral permaneciese 
suspendido durante todo el tiempo que un artículo, comentario, imagen u otro acto de 
naturaleza análoga, se encontrase disponible en la internet, lo que en estos tiempos 
equivaldría a hacer nugatorio el plazo de prescripción. 
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DAÑO MORAL. SUPUESTO EN EL QUE PUEDEN SER RESPONSABLES LAS 
PERSONAS QUE SE DEDIQUEN A LA EDICIÓN, VENTA, DIFUSIÓN Y 
DISTRIBUCIÓN DE MEDIOS IMPRESOS. Las casas editoriales, así como quienes se 
dediquen a la venta, difusión y distribución de medios impresos –ya sea que se trate de 
personas morales o de personas físicas–, se encuentran en una imposibilidad material para 
revisar, validar o cerciorarse de que el contenido de una obra, artículo, columna o reportaje 
se abstenga de utilizar expresiones que puedan llegar a ser consideradas injuriosas, 
maliciosas o insultantes respecto de alguna persona, ni para verificar que lo publicado en 
ellas sea veraz. De ahí que sostener la posibilidad de que tales personas sean declaradas 
judicialmente responsables por el eventual daño moral que se hubiese causado por las notas 
contenidas en ellas, equivaldría a imponerles la carga de revisar y seleccionar contenidos y 
decidir qué notas pueden o no publicar, lo que a su vez se traduciría en el establecimiento 
de un mecanismo de censura previa o indirecta delegado a los particulares. Lo hasta aquí 
expuesto no soslaya que esta Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación ha 
reconocido que un periódico puede llegar a ser responsable frente a terceros, por las 
posibles afectaciones que les causen las informaciones u opiniones que aparecen en ellos en 
el formato específico de las inserciones pagadas por particulares. Este supuesto, por 
analogía, puede comprender también el de las notas periodísticas que se publiquen en un 
medio de comunicación. Así, las personas que se dediquen a la edición de estilo y que 
publiquen las notas periodísticas trasladan la responsabilidad a los autores de las mismas, 
siempre y cuando: (i) identifiquen y conserven los datos de identificación de los autores de 
las notas; y (ii) publiquen y distribuyan los artículos respetando su contenido en los 
términos presentados por sus autores, sin que dicha traslación de responsabilidad se vea 
impedida por la labor editorial, que comprende correcciones ortográficas, sintácticas, de 
estilo o de diseño que no deben entenderse como aportaciones de fondo. Si el medio de 
comunicación cumple con este deber de cuidado   -que de ninguna manera implica una 
censura previa-, se dejan a salvo los derechos de las personas que pudieren ver afectado su 
patrimonio moral por el contenido de las notas publicadas para hacerlos valer en contra de 
los verdaderos responsables de las mismas, es decir, los autores. 
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LIBERTADES DE EXPRESIÓN E INFORMACIÓN. CONCEPTO DE FIGURA 
PÚBLICA PARA EFECTOS DE LA APLICACIÓN DEL SISTEMA DE 
PROTECCIÓN DUAL. De conformidad con el “sistema de protección dual”, los sujetos 
involucrados en notas periodísticas pueden tener, en términos generales, dos naturalezas 
distintas: pueden ser personas o figuras públicas o personas privadas sin proyección 
pública. Lo anterior permitirá determinar si una persona está obligada o no a tolerar un 
mayor grado de intromisión en su derecho al honor que lo que están el resto de las personas 
privadas, así como a precisar el elemento a ser considerado para la configuración de una 
posible ilicitud en la conducta impugnada. Al respecto, es importante recordar que, como 
esta Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación estableció en la tesis aislada  
1a. XXIII/2011 (10a.), cuyo rubro es: “LIBERTAD DE EXPRESIÓN. SUS LÍMITES A 
LA LUZ DEL SISTEMA DE PROTECCIÓN DUAL Y DEL ESTÁNDAR DE MALICIA 
EFECTIVA.”, el acento de este umbral diferente de protección no se deduce de la calidad 
del sujeto, sino en el carácter de interés público que conllevan las actividades o actuaciones 
de una persona determinada. En este sentido, existen, al menos, tres especies dentro del 
género “personas o personajes públicos” o “figuras públicas”, siendo este último término el 
más difundido en la doctrina y jurisprudencia comparadas. La primera especie es la de los 
servidores públicos. La segunda comprende a personas privadas que tengan proyección 
pública, situación que también resulta aplicable a las personas morales en el entendido de 
que su derecho al honor sólo incluye la vertiente objetiva de dicho derecho, es decir, su 
reputación. La proyección pública de una persona privada se debe, entre otros factores, a su 
incidencia en la sociedad por su actividad política, profesión, trascendencia económica o 
relación social, así como a la relación con algún suceso importante para la sociedad. 
Finalmente, los medios de comunicación constituyen una tercera especie –ad hoc– de 
personas públicas, tal y como se desprende de la tesis aislada 1a. XXVIII/2011 (10a.), cuyo 
rubro es: “MEDIOS DE COMUNICACIÓN. SU CONSIDERACIÓN COMO FIGURAS 
PÚBLICAS A EFECTOS DEL ANÁLISIS DE LOS LÍMITES A LA LIBERTAD DE 
EXPRESIÓN”, emitida por esta Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación. 
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LEY DE RESPONSABILIDAD CIVIL PARA LA PROTECCIÓN DEL DERECHO 
A LA VIDA PRIVADA, EL HONOR Y LA PROPIA IMAGEN EN EL DISTRITO 
FEDERAL. SU ARTÍCULO 20 NO PREVÉ UNA MEDIDA CAUTELAR. El artículo 
20 de la Ley de Responsabilidad Civil para la Protección del Derecho a la Vida Privada, el 
Honor y la Propia Imagen en el Distrito Federal, dispone que el uso indebido de la imagen 
de una persona dará lugar, en caso de que el afectado así lo solicite, a que la autoridad 
judicial disponga que cese el abuso y se reparen los daños ocasionados. Esto 
necesariamente conlleva que el pronunciamiento judicial respectivo se efectúe al momento 
de dictarse sentencia, puesto que es hasta entonces que el juzgador podrá estar en aptitud de 
determinar si existe o no un abuso y si se provocaron o no daños, ordenando, en caso de ser 
conducente, que cese dicho abuso y que se reparen los citados daños. En materia de 
reparaciones por violaciones a derechos humanos pueden identificarse distintas medidas 
que, conjuntamente, comprenden el derecho a una reparación integral. En ese sentido 
podemos identificar medidas de: (i) restitución; (ii) satisfacción; (iii) rehabilitación; (iv) 
indemnización; y (v) no repetición. De conformidad con lo antes expuesto, esta Primera 
Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación considera que el artículo 20 de la Ley de 
Responsabilidad Civil para la Protección del Derecho a la Vida Privada, el Honor y la 
Propia Imagen en el Distrito Federal, prevé una medida restitutoria, consistente en hacer 
cesar la violación, así como una medida indemnizatoria que, con un término impreciso, 
llama “reparación de los daños”. En definitiva, el artículo 20 de dicha ley determina las 
medidas de reparación que el juez puede decretar en cada caso, lo que evidentemente 
implica que sean dictadas como parte de una sentencia y nunca como una medida cautelar. 
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LIBERTAD DE INFORMACIÓN. EL ESTÁNDAR DE CONSTITUCIONALIDAD 
DE SU EJERCICIO ES EL DE RELEVANCIA PÚBLICA (LEY DE 
RESPONSABILIDAD CIVIL PARA LA PROTECCIÓN DEL DERECHO A LA 
VIDA PRIVADA, EL HONOR Y LA PROPIA IMAGEN EN EL DISTRITO 
FEDERAL). De la interpretación integral de los artículos 7, 25 y 28 a 34, de la Ley de 
Responsabilidad Civil para la Protección del Derecho a la Vida Privada, el Honor y la 
Propia Imagen en el Distrito Federal, se desprende que el estándar de constitucionalidad del 
resultado del ejercicio de la libertad de información es el de relevancia pública, el cual 
depende de dos elementos: (i) el interés general por la materia y por las personas que en 
ella intervienen; y (ii) el contenido de la información en sí mismo, según la doctrina de la 
malicia efectiva, lo cual cobra importancia cuando las noticias comunicadas redundan en 
descrédito del afectado, pues en caso contrario, ni siquiera existiría un conflicto entre 
derechos fundamentales al no observarse una intromisión al derecho al honor. La distinción 
entre figuras públicas y personas privadas sin proyección pública, debe entenderse dentro 
del “sistema dual de protección”, mientras que la calificación de un tema como de “interés 
general”, debe valorarse en cada caso concreto. 
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LIBERTAD DE INFORMACIÓN. PARA SU EJERCICIO BASTA SUSTENTAR 
LOS CONTENIDOS PUBLICADOS EN RESOLUCIONES EMITIDAS POR 
AUTORIDADES, SIN QUE SEA NECESARIO QUE AQUÉLLAS SE 
ENCUENTREN FIRMES. Esta Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la 
Nación ha reconocido en su jurisprudencia constante que los reportajes y las notas 
periodísticas destinados a influir en la formación de la opinión pública deben cumplir con 
un cierto estándar de diligencia en la comprobación del estatus de los hechos acerca de los 
cuales informan. En ese sentido, entre las fuentes que pueden sustentar el contenido del 
ejercicio a la libertad de información, resultan idóneas las resoluciones emitidas por 
autoridades estatales –como pueden ser las investigaciones que llevan a cabo la Auditoría 
Superior de la Federación y la Secretaría de la Función Pública–, sin importar el estado 
procesal en que se encuentren las investigaciones de las cuales emanen. Así, la exigencia de 
que sólo resoluciones firmes, que hayan causado estado, puedan ser utilizadas como fuentes 
para un artículo o reportaje, resulta contraria a los artículos 6° y 7° de la Constitución 
Política de los Estados Unidos Mexicanos. Lo anterior se debe a que una exigencia tan 
rigurosa equivaldría a la aniquilación del periodismo investigativo, al exigirles a los 
periodistas que cumplan con el mismo estándar exigido a los juzgadores. En la misma línea, 
basta con que los datos expuestos en una nota informativa se hubiesen fundamentado en 
investigaciones abiertas o en resoluciones -aun cuando no hayan alcanzado el carácter de 
cosa juzgada-, para alcanzar dicha protección constitucional, sin que el resultado de una 
investigación pueda servir para cuestionar, retroactivamente, la veracidad de una nota 
periodística. 
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LIBERTADES DE EXPRESIÓN E INFORMACIÓN. LAS MEDIDAS 
CAUTELARES QUE RESTRINGEN SU EJERCICIO CONSTITUYEN ACTOS DE 
CENSURA PREVIA. Esta Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación ha 
reconocido que en ocasiones la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos o 
los tratados internacionales incluyen normas específicas sobre límites a los derechos 
fundamentales que estructuralmente son reglas y no principios, las cuales dictan con 
precisión el tipo de conclusión jurídica que se sigue en una determinada hipótesis, supuesto 
en el que se encuentra la prohibición de la censura previa contenida en el primer párrafo del 
artículo 7o., de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos y 13 de la 
Convención Americana sobre Derechos Humanos. De lo anterior se desprende que esta 
prohibición específica hace innecesario desarrollar una operación analítica para determinar 
cuándo la limitación a un derecho está o no justificada, de modo que en la medida en que la 
norma analizada pueda calificarse de censura previa, será obligado concluir que es 
inconstitucional. Esta prohibición de censura previa obliga a todas las autoridades estatales 
a abstenerse de toda forma de acción u omisión encaminada a impedir, dificultar o 
imposibilitar de forma directa o indirecta, mediata o inmediata, la publicación y circulación 
de la información impresa. Los jueces sólo pueden determinar medidas de reparación ante 
eventuales hechos cometidos en abuso de las libertades de información y expresión 
mediante sentencias definitivas, es decir, imponiendo responsabilidades ulteriores a la 
comisión de los hechos. Consecuentemente, la orden judicial –ya sea como medida cautelar 
o en cualquier otra forma– consistente en prohibir a una persona hacer uso de dichas 
libertades hacia el futuro, constituye un acto de autoridad abierta y flagrantemente 
violatorio de los artículos 6o. y 7o. constitucionales, así como de los artículos 13 de la 
Convención Americana sobre Derechos Humanos y 19 del Pacto Internacional de Derechos 
Civiles y Políticos. Lo anterior se debe a que es hasta el momento en que se actualiza el 
ejercicio de las libertades de expresión e información –mediante la divulgación de la 
información–, cuando se podría llegar a afectar derechos de terceros y nunca con 
anterioridad a la circulación de lo expresado. 
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CONDENA EN COSTAS. EL ARTÍCULO 140 DEL CÓDIGO DE 
PROCEDIMIENTOS CIVILES PARA EL DISTRITO FEDERAL, PREVÉ DOS 
SISTEMAS PARA SU PROCEDENCIA, UNO SUBJETIVO Y UNO OBJETIVO. El 
artículo 17 constitucional prevé que la administración e impartición de justicia debe 
realizarse en los plazos y términos que fijen las leyes, lo cual implica que éstos se 
determinen por el legislador ordinario en uso de su libertad de configuración prescriptiva, 
siempre y cuando las normas que emita cumplan con lo dispuesto en la Constitución 
Política de los Estados Unidos Mexicanos. En ese sentido, el legislador, haciendo uso de 
esa libertad, estableció en el artículo 140 del Código de Procedimientos Civiles para el 
Distrito Federal dos sistemas para la condena en costas: uno subjetivo, aplicable cuando a 
criterio del juzgador alguna de las partes se ha conducido con temeridad y mala fe durante 
el procedimiento; y otro objetivo, que no deja a criterio del juzgador esa condena, sino que 
obliga a condenar al pago de ellas cuando se actualiza alguna de las hipótesis previstas en 
sus fracciones. Consecuentemente, el hecho de que la condena al pago de costas no se 
encuentre condicionada a consideración judicial respecto a la existencia de mala fe o 
temeridad por parte del litigante que acude al aparato jurisdiccional para la determinación 
de sus derechos y obligaciones, no impide que los gobernados acudan a los tribunales 
solicitando que se les administre justicia, ni que éstos la impartan, ni mucho menos implica 
una violación a la garantía de legalidad. En este sentido, el sistema objetivo para la condena 
en costas parte de una presunción que no admite prueba en contrario respecto a la 
temeridad o mala fe de los litigantes, sin que el arbitrio judicial tenga mayor incidencia que 
la certificación de que uno de los supuestos normativos se ha actualizado. Al respecto, es 
importante destacar que la finalidad de la norma en comento es asegurar que al demandado-
no-condenado le sean resarcidas las erogaciones causadas por un juicio en el cual se vio 
forzado a participar, como consecuencia de la interposición de una acción que no cumplió 
con uno de los requisitos de procedibilidad de la misma. 
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CONDENA EN COSTAS. EL ARTÍCULO 140, FRACCIÓN V, DEL CÓDIGO DE 
PROCEDIMIENTOS CIVILES PARA EL DISTRITO FEDERAL, NO EXIGE 
PARA SU IMPOSICIÓN QUE LA IMPROCEDENCIA DE LA ACCIÓN SEA 
NOTORIA. El artículo 140, fracción V, del Código de Procedimientos Civiles para el 
Distrito Federal, prevé dos supuestos de improcedencia –uno de acciones y otro de 
excepciones– que, de actualizarse, dan lugar a una condena en costas para la parte que 
incurra en ellos. El primer supuesto hace referencia a una improcedencia “notoria”, relativa 
a las excepciones hechas valer por la parte demandada. El segundo se refiere a una 
improcedencia lisa y llana, pues no se exige calificación alguna, aplicable a las acciones 
intentadas por la parte actora. De lo anterior se desprende que el legislador no solamente 
previó una condena en costas a la parte actora en aquellos asuntos en que la improcedencia 
de la acción fuese “notoria”, sino que la misma se actualiza aun en aquéllos casos en que la 
improcedencia se dé en casos difíciles o límites, en los cuales la acreditación de uno de los 
elementos de procedencia de la acción requiera de un estudio de fondo. 
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